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las prestaciones a cargo del Servicio de Auxilios, que seguirá 
rigiéndose por sus normas actuales.

Cuarta. Los Secretarios generales de ambas Cámaras toma­
rán las medidas oportunas para prevenir o corregir, en su caso, 
las incompatibilidades en que puedan incurrir los funciona­
rios dando traslado a las respectivas Mesas, en un período 
máximo de tres meses a partir de la fecha de la publicación 
de este Estatuto, del expediente y propuesta de resolución.

Quinta. La aplicación del presente Estatuto no podrá su­
poner, en ningún caso, menoscabo en el actual régimen de 
retribuciones.

Sexta. Lo dispuesto en el artículo 12 del presente Estatuto 
entrará en vigor cuando sea acorde con el régimen general de 
la función pública.

Séptima. Las elecciones a la Junta de Personal se celebra­
rán en el plazo de los tres meses siguientes a la entrada en 
vigor del presente Estatuto.

DISPOSICION FINAL

El presente Estatuto del Personal de las Cortes Generales 
entrará en vigor el dia 15 de julio de 1983.

Palacio de las Cortes a 23 de junio de 1983.
El Presidente del Congreso El Presidente del Senado,

de los Diputados,
José Federico de Carvajal 

Gregorio Peces-Barba Martínez y Pérez

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

18036 REAL DECRETO 1778/1983, de 22 de junio, por el 
que se dictan normas para facilitar el traslado de 
personal y para dotar provisionalmente a las Co­
munidades Autónomas de los medios personales y 
materiales correspondientes al coste efectivo de los 
servicios del Estado transferidos a las mismas.

Las Comunidades Autónomas precisan proveer con urgencia 
los puestos de trabajo existentes en sus servicios centrales y 
que son indispensables para la articulación y adecuada puesta 
en funcionamiento de su estructura administrativa como tales 
Comunidades Autónomas.

La atención de dicha necesidad debe efectuarse con criterios 
de máxima prioridad, sin que por ello se olvide que la regula­
ción que en estos momentos se haga —si bien pragmática y di­
rectamente operativa— debe tener un carácter provisional y 
transitorio, pues no cabe prejuzgar lo que en su día serán las 
futuras bases de la función pública, con arreglo al articu­
lo 149.1.18 de la Constitución, ni el contenido de los Estatutos 
que en desarrollo de tales bases dictarán en su momento las 
diversas Comunidades Autónomas.

Por otra parte, para hacer efectiva la garantía de la finan­
ciación de los servicios traspasados con una cantidad igual al 
coste efectivo de dichos servicios en el territorio de cada Comu­
nidad Autónoma en el momento de traspaso, tal como deter­
mina la disposición transitoria primera de la Ley Orgánica 8/ 
1980, de 22 de septiembre, de financiación de las Comunidades  
Autónomas, y en aplicación del método para el cálculo del coste 
efectivo de los repetidos servicios traspasados aprobado por el 
Consejo de Política Fiscal v Financiera de las Comunidades Au­
tónomas en su sesión plenaria del día 18 de febrero de 1982, y 
adoptado como propio de las distintas comisiones mixtas de 
transferencia, han de considerarse entre los costes directos e 
indirectos de los servicios traspasados aquellos correspondien­
tes a los gastos de personal y adquisiciones de bienes y servi­
cios en que incurren los servicios centrales de los distintos De­
partamentos Ministeriales y Organismos Autónomos por las ta­
reas de coordinación, apoyo y dirección que realicen para el 
normal funcionamiento de los servicios periféricos traspasados.

La valoración de dichos costes centrales conlleva serias difi­
cultades que requieren de minuciosos estudios sobre la carga de 
trabajo que ha de permanecer en la Administración Central, asi 
como de negociaciones arduas y laboriosas con las Comunidades 
Autónomas.

Estos estudios y negociaciones se están efectuando con gran 
intensidad a lo largo de los últimos meses, siendo previsible su 
finalización en fecha próxima.

Sin embargo, no basta con hacer una correcta valoración del 
coste de los servicios que se traspasan y con transferir las do­
taciones financieras correspondientes a dicho  coste, sino que 
además resulta necesario poner a disposición de las Comuni­
dades Autónomas todos los medios personales y materiales que 
constituyen los agentes productores de los gastos que integran 
el repetido coste, dando de baja simultáneamente, con carácter 
permanente, en los correspondientes presupuestos de] Departa­
mento u Organismo Autónomo del que dependía el servicio los 
créditos equivalentes al importe de su coste efectivo. De no 
actuar asi se incurriría en una evidente duplicación del gasto 
público, circunstancia ésta que el Gobierno de la nación está 
resuelto a evitar a toda costa.

Las dificultades propias de la valoración de los servicios tras­
pasados, y los problemas jurídicos del traspaso de funcionarios

de los servicios centrales del Estado (a que antes se ha hecho 
referencia), han impedido hasta el presente dotar a las Comu­
nidades Autónomas de los medios personales y materiales ne­
cesarios para que puedan disponer de una estructura de sus 
propios servicios centrales, adecuada a las necesidades de la 
realización de las tareas propias de las competencias asumidas, 
con los consiguientes perjuicios derivados de esta situación.

Es decidida voluntad política del Gobierno de la nación po­
ner fin a esta situación con carácter inmediato, no demorando 
por más tiempo la adopción de las medidas necesarias para ello, 
en tanto se ultime la valoración definitiva del coste efectivo de 
los servicios transferidos y se resuelvan los problemas jurídicos 
del traspaso de funcionarios.

Estas medidas tienen por finalidad facilitar el traslado vo­
luntario de funcionarios de la Administración Central a las Ad­
ministraciones Autonómicas y, simultáneamente, dotar a éstas 
de los medios económicos precisos para crear la estructura de 
sus órganos centrales.

En su virtud, a propuesta conjunta de los Ministerios de la 
Presidencia, de Economía y Hacienda y de Administración terri- 
torial y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del dia 22 de junio de 1983,

DISPONGO:

Artículo l.° Las Comunidades Autónomas, a fin de dotar 
provisionalmente a sus servicios centrales de los medios indis­
pensables, tanto personales como materiales, para el normal 
funcionamiento de los mismos, podrán disponer de los créditos 
que figuran en el anexo al presente Real Decreto para cada 
Comunidad Autónoma.

Art. 2.° 1. Los créditos de personal que se detallan en el 
anexo para cada Comunidad Autónoma deben de ser utilizados 
para la dotación de puestos de trabajo que por las mismas se 
determinen por el sistema cíe concurso de méritos, entre funcio­
narios de carrera de la Administración Civil del Estado y de 
sus Organismos Autónomos.

2. También podrán concurrir a ios citados concursos de mé­
ritos el personal al servicio de la Administración Civil del Es­
tado y de sus Organismos Autónomos, en régimen de contrata­
ción administrativa y laboral.

Art. 3.° 1. Las dotaciones económicas de las plazas convo­
cadas en estos concursos de méritos no podrán sobrepasar, en 
ningún caso, las cuantías máximas que se autorizan en el anexo 
del presente Real Decreto para cada una de las Comunidades 
Autónomas.

2. Las Comunidades Autónomas podrán destinar como má­
ximo, en concepto de complemento de destino de las plazas sa­
cadas a concurso, un 20 por 100 de la cantidad global figurada 
en el anexo para cada Comunidad Autónoma, en concepto de 
retribuciones complementarias.

3. Por cada plaza objeto del concurso el importe del incen­
tivo que se figure deberá ser igual a la media de los incentivos 
del Cuerpo a que pertenece el funcionario que pueda optar a 
la misma.

Art. 4.° 1. El Ministerio de la Presidencia, a propuesta y 
de conformidad con las Comunidades Autónomas, convocará 
ofertas públicas de empleo, al objeto de cubrir los puestos de tra­
bajo vacantes existentes en sus servicios centrales.

2. Podrán solicitar las plazas con funciones de administra­
ción General:

a) Los funcionarios de carrera de los Cuerpos Generales de 
la Administración Civil del Estado.

b) Los funcionarios de los Cuerpos a extinguir de personal 
procedente de Organismos Autónomos suprimidos.

c) Los funcionarios de carrera de escalas o plazas con fun­
ciones de administración general de los Organismos Autónomos 
de la Administración Civil del Estado.

d) Los funcionarios de carrera de plazas no escalafonadas 
con funciones de administración general.

e) Los funcionarios de escalas a extinguir, contenidos en el 
Real Decreto 2146/1978, de 7 de agosto así como aquellos que 
pertenezca na los Cuerpos a que hace referencia el Real De­
creto 1281/1977, de 2 de junio.

f) Los restantes funcionarios de carrera de Cuerpos escalas 
o plazas que tengan la titulación adecuada al nivel del puesto 
ofrecido.

g) El personal en régimen de contratación administrativa de 
colaboración temporal que tenga la titulación adecuada al nivel 
del puesto ofrecido.

h) El personal en régimen de contratación laboral que tenga 
la titulación adecuada al nivel del puesto ofrecido.

3. Podrán solicitar las restantes plazas:
a) Los funcionarios de carrera de los Cuerpos de la Admi­

nistración Civil del Estado a los que corresponda el desempeño 
de las mismas con arreglo a la titulación que posean y el Cuer­
po a que pertenezcan.

b) Los funcionarios de carrera de escalas o plazas de los 
Organismos Autónomos de la Administración Civil del Estado 
con los mismos requisitos.

c) Los funcionarios de carrera de plazas no escalafonadas 
que estén en posesión de la titulación adecuada y habilitados 
para el desempeño de las correspondientes funciones.
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d) El personal en régimen de contratación administrativa de 
colaboración temporal, con los mismos requisitos.

e) El personal en régimen de contratación laboral, con los 
mismos requisitos.

Art. 5.° 1. Podrán participar en estas convocatorias los fun­
cionarios de carrera de los Cuerpos o escalas que se han indi­
cado en el artículo anterior y que se encuentren en dichos Cuer­
pos o escalas en las situaciones de servicio activo, supernumera­
rio y excedencia forzosa o especial.

2. Asimismo, podrán participar en estas convocatorias el per­
sonal contratado en régimen de contratación administrativa de 
colaboración temporal o en régimen de contratación laboral.

3. Caso de corresponder destino al personal indicado en el 
apartado anterior se le aplicarán por analogía las normas que 
en este Decreto se establecen para el personal funcionario, que­
dando la Comunidad Autónoma respectiva subrogada en los 
contratos que en su momento otorgó el Departamento u Orga­
nismo Autónomo de origen, así como en sus obligaciones de 
Seguridad Social y cualesquiera otras de carácter análogo.

Art. 6.° 1. A los efectos de asignación de plazas el orden de 
prioridad entre los Cuerpos, escalas o plazas de funcionarios y, 
en su caso, del personal en régimen de contratación administra­
tiva o laboral será el indicado, respectivamente, en los aparta­
dos 2 y 3 y del artículo 4.° 

2. No obstante, se considerará mérito preferente para todas 
las vacantes:

a) Estar en la Comunidad Autónoma de que se trate en si­
tuación de comisión de servicio.

b) Hallarse destinado como funcionario de carrera en 
Madrid.

c) Los que, en su caso, se indiquen expresamente para cada
vacante. 

d) Residencia previa, con destino en propiedad del cón­
yuge funcionario de carrera de cualquiera de las Administra­
ciones Públicas en la misma localidad en que se anuncie la 
vacante.

3. Caso de que tenidas en cuenta las reglas de prioridad 
señaladas en los apartados anteriores hubiese más de un soli­
citante con igual derecho para la plaza de que se trate, ésta 
se adjudicara a quien acredite mayor tiempo de servicios efec­
tivos (valorados en años, meses y días) en propiedad en el 
Cuerpo, escala o plaza desde la que solicita. Si persiste igualdad 
se acudirá a la mayor edad del concursante.

4. Caso de estar interesados en las vacantes que se anun­
cian para una misma localidad dos cónyuges funcionarios, aun­
que pertenezcan a distintos Cuerpos o escalas, podrán condicio- 
nar su petición al hecho de coincidir la adjudicación de destinos 
en la misma localidad, entendiéndose —en caso contrario— anu­
lada la petición efectuada por ambos cónyuges.

Art. 7.° Los funcionarios que como consecuencia de estas 
convocatorias resulten destinados a prestar servicios a una Co­
munidad Autónoma pasarán a la situación de supernumerarios 
en su Cuerpo, escala o plaza de origen. Estos funcionarios, de 
acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 2545/1980 de 21 de 
noviembre, sobre funcionarios transferidos a las Comunidades 
Autónomas, tendrán los mismos derechos que los restantes miem­
bros del correspondiente Cuerpo o escala que sigan en situa­
ción de servicio activo.
Art. 8.º Ministerio de la Presidencia, previa autorización 
de los Ministerios y Organismos respectivos, y con informe de 
la Comisión Superior de Personal, a la que asistirán represen­
tantes de las Comunidades Autónomas afectadas, adjudicará las 
plazas anunciadas, publicándose su resolución en el «Boletín 
Oficial del Estado» y en el «Diario Oficial» de la Comunidad 
Autónoma de que sé trate.

Art. 9.º 1. Los funcionarios que sean destinados a ocupar 
plazas en las Comunidades Autónomas como consecuencia de 
las normas anteriores, y mientras no se modifique la normativa 
vigente en materia de Seguridad Social de los Funcionarios 
Civiles del Estado, seguirán perteneciendo a la Mutualidad de 
Funcionarios Civiles del Estado, o al régimen de cobertura de 
Seguridad Social que disfrutasen antes de su incorporación a 
la Comunidad Autónoma de la que obtengan plaza.

2. Las Comunidades Autónomas al hacer efectiva a los fun­
cionarios su retribución mensual, les retendrán la correspon­
diente cuota de Muface, o la correspondiente al régimen de 
Seguridad Social aludido en el párrafo anterior y su importe lo 
ingresarán en la Delegación de Hacienda de la capital de la 
Comunidad Autónoma, o en el Organismo que proceda, en los 
diez primeros días de cada mes respecto de las retenciones del 
mes anterior.

Art. 10. 1. El importe del 4,30 por 100 en concepto de cuota 
de Derechos Pasivos sobre las remuneraciones básicas corres­
pondientes a los funcionarios que sean traspasados a las Co­
munidades Autónomas, en virtud de los concursos regulados 
en este Real Decreto, será retenido por las mismas al efectuar 
el pago de los haberes correspondientes e ingresado, dentro de 
los diez primeros días hábiles de cada mes, en la Delegación 
de Hacienda de la provincia donde radique la capitalidad de la 
Comunidad Autónoma, respecto de las cuotas retenidas sobre 
las retribuciones básicas del mes anterior.

2. En caso de cese de dichos funcionarios, se hará constar 
mediante diligencia en su título administrativo, suscrita por la

autoridad que ejerza la Jefatura del Centro o Dependencia ad­
ministrativa en que presten sus servicios, acreditativa del tiem­
po durante el cual se les ha retenido la cuota de Derechos Pa­
sivos que le fuere exigible, cuando les resulte aplicable por estar 
sujetos a su descuento al tiempo de solicitar plaza en el co­
rrespondiente concurso,

Art. 11. 1. Al personal que —en virtud de algunas de estas 
convocatorias— resulte destinado al servicio de las Comunida­
des Autónomas y que, como consecuencia de ello, haya de tras­
ladar su residencia, le serán de aplicación los siguientes be­
neficios:

a) Que se les abonen los gastos de viaje y dietas previstas 
en el Decreto 170/1975, de 30 de enero, sobre indemnizaciones
 por razón del servicio en las cuantías vigentes al tiempo de 

resolución del concurso de méritos, a cuyo efecto tales trasla- 
dos tendrán la consideración legal de forzosos.

b) A percibir, por una sola vez y en concepto de gastos de 
traslado de mobiliario y  enseres, una gratificación extraordi­
naria equivalente al triple de la retribución mensual con que 
su plaza de destino aparezca en el concurso de méritos, con 
un mínimo de 250.000 pesetas.

c) Que se le adjudique destino en comisión de servicio a 
su cónyuge-funcionario en la Comunidad Autónoma en que 
ha obtenido destino el concursante, si bien con sujeción a la 
normativa del Cuerpo o Escala a que aquél pertenezca. Dicha 
comisión deberá ser confirmada en la inmediata convocatoria 
en que pueda participar el cónyuge, el cual ostentará en dicho 
concurso y en el inmediato posterior un mérito preferente a 
obtener destino definitivo en la Comunidad Autónoma respec­
tiva.

d) A la concesión por la Caja Postal de Ahorros o por el
Banco Hipotecario de España de un préstamo para la adqui­
sición de su vivienda habitual, con garantía hipotecaria de la 
misma, por el importe que solicite el funcionario, con un límite 
máximo del 60 por l00 del valor de la vivienda que conste en 
la escritura pública de la compraventa. Se procurará que di­
chos préstamos se realicen en las condiciones más favorables 
en cuanto a tipo de interés, plazo de amortización y período de 
carencia que se apliquen por dichas instituciones para opera­
ciones similares.  

e) A que se les garantice plaza a sus hijos que se hallen 
cursando estudios, cualesquiera que fuese el nivel de los mis­
mos, en los Centros docentes estatales, autonómicos o locales 
que existan en su lugar de destino.

2. Si el personal que obtiene plaza en el concurso procede 
de los servicios centrales de la Administración Central, el lími­
te del préstamo para la adquisición de su vivienda habitual 
será del 70 por 100 y, además, el funcionario tendrá el derecho 
a que se le conceda un anticipo reintegrable, con la misma 
finalidad del préstamo, de hasta un 10 por 100 del precio de 
compra de la vivienda, con un límite máximo de un 1.000.000 
de pesetas, que deberá ser deducido de sus haberes en sesenta 
mensualidades iguales, sin interés alguno y con un año de ca­
rencia, e ingresado en la Delegación de Hacienda correspon­
diente.

Por los servicios competentes de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de destino del funcionario se asegurara 
debidamente el reembolso de los citados anticipos concertán­
dolos con una Entidad aseguradora y el importe de la prima 
de seguro se cargará al principal del anticipo para su devolu­
ción por el prestatario, figurando como beneficiario en la co­
rrespondiente póliza la Administración Central del Estado.

3. Las indemnizaciones, gratificaciones y anticipos a que 
se hace mención en los apartados 1 y 2 de este artículo se sa­
tisfarán y harán efectivas con cargo a los créditos del Minis­
terio u Organismo donde el interesado se halle destinado en el 
momento del traslado.

Art. 12, Resueltos los concursos de méritos, y por el impor­
te total de las remuneraciones que correspondan a los funcio­
narios que en los mismos obtengan plaza al servicio de las 
Comunidades Autónomas, por el Ministerio de Economía y Ha­
cienda, de oficio, se procederá a realizar las siguientes modi­
ficaciones presupuestarias, en los Presupuestos Generales del 
Estado para 1983:

a) Si el funcionario pertenece a Cuerpos de la Administra­
ción Civil del Estado, dependientes de la Presidencia del Go­
bierno, baja en los correspondientes créditos del Ministerio de 
la Presidencia del Gobierno por el importe de sus retribuciones 
básicas, y en los créditos del Ministerio con cargo al cual se 
satisfacían por el importe de las retribuciones complementarias

b) Si el funcionario pertenece a Cuerpos Especiales, baja 
en el Ministerio al que pertenece su Cuerpo o Escala por el 
importe total de sus remuneraciones.

c) Si el funcionario es contratado administrativo o laboral, 
se procederá a dar la baja por el importe de sus remuneracio­
nes, en los créditos del Departamento que le suscribió el con 
trato.

d) Si los afectados prestan sus servicios en un Organismo 
Autónomo que se financie en todo o en parte por subvención 
de los Presupuestos Generales del Estado, se dará la baja del 
total de sus remuneraciones en dicha subvención. Si el Orga­
nismo se financia con ingresos propios, procederá a ingresar 
la totalidad de dichas remuneraciones en el Presupuesto del 
Estado, capítulo II, Reintegros de presupuesto corriente, ingreso
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que generará crédito en la sección 32, Servicio que corres­
ponda.

e) Por importe de la suma de todas las bajas especificadas 
en los apartados a), b), c) y d), párrafo primero, anteriores, 
alta simultánea en la sección 32 de los Presupuestos Generales 
del Estado en el servicio de la Comunidad Autónoma que en 
cada caso corresponda.

Art. 13. Igualmente se procederá a efectuar las bajas presu­
puestarias en las dotaciones de los distintos Departamentos Mi­
nisteriales y alta simultánea en la sección 32 de los créditos del 
capítulo II de los Presupuestos Generales del Estado, que co­
rrespondan en cada Departamento, proporcionalmente a los cré­
ditos de baja en el capítulo I con el límite fijado en el anexo 
de este Real Decreto.

Art. 14. Las operaciones dé modificaciones presupuestarias 
reguladas en el número anterior serán aprobadas por el Mi­
nisterio de Economía y Hacienda, a propuesta de la Dirección 
General de Coordinación con las Haciendas Territoriales, y pre­
vio informe de la Intervención General de la Administración 
del Estado, que al mismo tiempo solicitará a la Oficina Pre­
supuestaria correspondiente al certificado de retención de cré­
dito y lo incorporará al expediente, y se tramitarán con carácter 
de urgencia.

Art. 15. 1. Realizadas las modificaciones presupuestarias, 
con cargo a las dotaciones de la sección 32 y a propuesta de 
la Dirección General de Coordinación con las Haciendas Terri­
toriales, se procederá a efectuar transferencias a las Comu­
nidades Autónomas por el importe del coste efectivo de las 
plazas adjudicadas en los concursos de méritos y su dotación 
proporcional correspondiente del capítulo II.

2. Estas transferencias lo serán en concepto de «entregas 
a cuenta» de las valoraciones definitivas que se acuerden sobre 
el coste efectivo de los servicios centrales traspasados a cada 
Comunidad Autónoma, y serán objeto de deducción de las en­
tregas financieras a realizar como consecuencia de los corres­
pondientes Decretos de traspaso.

Art. 16. Una vez resueltos los concursos de méritos, las 
plazas incluidas en los mismos que resulten vacantes, podrán 
ser cubiertas por las Comunidades Autónomas, previa autori­
zación de los Ministerios afectados, entre los mismos funcio­
narios a que se refiere el artículo 2.°, los cuales tendrán los 
mismos derechos y obligaciones que los especificados en el pre­
sente Real Decreto para los que obtuviesen la plaza por con­
curso de méritos.

Art. 17. Si como consecuencia de lo dispuesto en los artícu­
los anteriores se producen bajas presupuestarias en los créditos 
de Departamentos u Organismos Autónomos no afectados por 
los traspasados a los Servicios Centrales de las Comunidades 
Autónomas que se pretenden dotar mediante las normas del 
presente Real Decreto o se producen en cuantía superior a la 
debida, como consecuencia de la adjudicación de plazas al per- 
sonal previsto en el artículo 4.°, por el Consejo de Ministros a 
propuesta conjunta de los Ministerios de la Presidencia, Econo­
mía y Hacienda y Administración Territorial, y previa audien­
cia del Ministerio u Organismo afectado, se procederá con 
urgencia a:

1. Adaptar las plantillas de los Servicios Centrales y de sus 
Organismos Autónomos de carácter civil a la realidad acorde 
con los servicios traspasados y asumidos por las Comunidades 
Autónomas.

2. Suprimir los puestos de trabajo procedentes.
3. Realizar, asimismo, las consiguientes modificaciones pre­

supuestarias.
4. Finalmente, reponer a su inicial grado de ocupación las 

plantillas de los Ministerios u Organismos que en virtud de ello 
proceda.

18. 1. A partir de la entrada en vigor del presente Real 
Decreto, las oposiciones o concursos de traslados que se con­
voque por la Administración Central del Estado y por sus Or­
ganismos Autónomos de carácter civil, afectados por el proceso 
de transferencias, y con la única excepción de los concursos 
u oposiciones ya convocados en la fecha de publicación de este 
Real Decreto, o de que se haya autorizado debidamente la co­
rrespondiente ampliación de plantilla de un Cuerpo o Escala, 
deberán ofrecer vacantes fundamentalmente en las Comuni­
dades Autónomas, y de ellas hasta un 50 por 100 para la do­
tación de Servicios Centrales de tales Comunidades Autónomas.

Art. 19. 1. En lo que es de competencia del Ministerio de 
la Presidencia se autoriza a la Dirección General de la Función 
Pública, previo dictamen, en su caso, de la Comisión Superior 
de Personal, a adoptar o acordar cuantas resoluciones, instruc­
ciones o actuaciones sean necesarias para interpretar, aplicar o 
coordinar lo dispuesto en tales convocatorias.

2. Asimismo, deberán presentarse ante dicho Centro Di­
rectivo cuantas reclamaciones se susciten con ocasión de las 
mismas, dichas reclamaciones serán resueltas por la Dirección 
General de la Función Pública, por delegación del Ministerio 
de la Presidencia, previo informe, en su caso, de la Comisión 
Superior de Personal.

3. En lo que es de competencia del Ministerio de Economía 
y Hacienda se autoriza a la Dirección General de Coordinación 
con las Haciendas Territoriales a realizar funciones análogas 
a las señaladas en los apartados anteriores.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—El presente Real Decreto entrará en vigor el día 
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Segunda.—Quedan derogadas cuantas normas de igual o in­
ferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente Real 
Decreto.

Dado en Madrid a 22 de junio de 1983.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,
JAVIER MOSCOSO DEL PRADO Y MUÑOZ
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MINISTERIO
DE EDUCACION Y CIENCIA

18037 ORDEN de 22 de junio de 1983 por la que se desarro­
lla el Real Decreto 1850/1981, de 20 de agosto, sobre 
integración en la Universidad de los estudios de 
Asistentes Sociales, como Escuelas Universitarias 
de Trabajo Social.

Excelentísima señora:
El Real Decreto 1850/1981, de 20 de agosto, sobre integración 

en la Universidad de los estudios de Asistentes Sociales como 
Escuelas Universitarias de Trabajo Social («Boletín Oficial del 
Estado» del 28), establece la necesidad de adaptación al mismo 
de estas enseñanzas.

A tal efecto, y en uso de la autorización que le confiere el 
artículo 6.° del indicado Real Decreto.

Este Ministerio ha dispuesto:
1. ° 1. La transformación de las actuales Escuelas de Asis­

tentes Sociales en Escuelas Universitarias de Trabajo Social se 
llevará a cabo conforme a las normas que para la creación de 
estos centros se establecen en el Decreto 2293/1973, de 17 de 
agosto, regulador de las Escuelas Universitarias («Boletín Oficial 
del Estado» del 26) y demás normas dictadas en su desarrollo, 
a cuyas previsiones deberán adaptarse.

2. Una vez transformadas, las Escuelas Universitarias de 
Trabajo Social se regirán por lo dispuesto en la Ley General de 
Educación, en el Decreto 2293/1973, de 17 de agosto, y en el 
Real Decreto 1850/1981, de 20 de agosto.

2.° 1. En el año académico 1983-84, se implantará, con ca­
rácter general, el primer curso de las Escuelas Universitarias de 
Trabajo Social, conforme al criterio y régimen establecidos en 
la Ley General de Educación y el Real Decreto 1850/1981, de 20 
de agosto. El segundo y tercer cursos de estas enseñanzas se 
implantarán, respectivamente, en los años académicos 1984-85 
y 1985-86.

2. Excepcionalmente, a petición razonada de la Universidad 
o respectiva entidad titular, el Ministerio de Educación y Ciencia 
podrá autorizar a las Escuelas de Asistentes Sociales que no se 
transformen en Escuelas Universitarias de Trabajo Social o que 
deseen aplazar su integración, a admitir en el curso 1983-84, 
matrícula de primer curso en las enseñanzas de Asistentes So­
ciales, pudiendo continuar la impartición de ellas, conforme al 
régimen de la Orden Ministerial de 26 de octubre de 1966 («Bo­
letín Oficial del Ministerio» de 1 de diciembre), hasta que los 
alumnos matriculados por primera vez en dicho curso concluyan 
sus estudios, de acuerdo al mencionado régimen, siéndoles de 
aplicación lo dispuesto en el apartado 5.°


